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PRESENTACION 

  

 

En esta monografía se realizara un estudio detallado sobre la situación que 

actualmente viven las madres comunitarias en cuanto a sus derechos laborales, 

escogiendo como base aquellas mujeres que realizan tan importante labor en la 

Villa de Céspedes, Tuluá - Valle del Cauca, en el entendido que a esta clase de 

trabajadoras se les han negado, desde su creación, todos los beneficios laborales 

existentes, encontrándose con una situación de desventaja frente a los demás 

trabajadores y aunque legalmente deberían tener todos los derechos laborales 

que otorga el sistema jurídico colombiano e internacional, principalmente en 

aquellos convenios firmados por Colombia y que hacen parte del Bloque de 

Constitucionalidad, estas madres comunitarias laboran en la actualidad sin recibir 

ninguna de las garantías o beneficios laborales.  

 

A través de este estudio se efectuará una explicación puntualizada de la situación 

jurídica de las madres comunitarias, a la vez que la  realización de un parangón en 

cuanto a la norma colombiana, los beneficios de ésta en cuanto a la contratación, 

versus la realidad de estas trabajadoras. 

 

Con ello se pretende demostrar que el Estado Colombiano no ofrece toda la 

protección legal a esta clase de trabajadoras, violentando de manera evidente los 

principios constitucionales y normas del derecho laboral y la materialización de los 

derechos sociales, económicos, culturales de este conglomerado social. 

 

De manera fundamental, es importante realizar detenidamente este estudio y 

analizar las condiciones de abandono jurídico en el que se encuentran  dichas 

mujeres, lo cual influye en el desempeño de sus funciones, pues las mismas no 

solamente se basan en el cuidado de niños y niñas menores de seis años, si no 

que estas madres comunitarias efectúan una actividad organizada y seria de 
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reactivación social que trae consigo el progreso de las comunidades, pues ellas 

coadyuvan educando y protegiendo a los niños para que así, los progenitores de 

los mismos hagan patria, reactivando con sus múltiples quehaceres la economía 

del país. 

 

Vale la pena anotar como las madres comunitarias con su incansable labor en 

desarrollo, no solo de los niños y niñas, si no por medio del trabajo que ofrecen, se 

permiten la materialización de diversos derechos constitucionales, como el de 

tener una familia, permitiendo que las familias de los estratos más bajos, las 

cuales poseen recursos económicos paupérrimos y estos niños con su entorno 

familiar, puedan materializarse como núcleo de la sociedad (artículo 42 Carta 

Magna), ayudando de esta manera a los niños y niñas a crecer en un ambiente 

sano y vital para su desarrollo integral protegiendo a la vez sus derechos (ibídem 

artículo 43). 

 

Por ello es necesario observar porque el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar “ICBF” y el Estado, y sobre todo el Congreso de la República, no se 

apropia ni protege con amplitud la totalidad este programa y suministra las 

condiciones laborales dignas de éstas madres comunitarias para que ellas 

mejoren sus condiciones económicas, y el entorno donde hospedan estos niños y 

así los resultados esperados sean más amplios. 

 

De esta manera el enfoque de este documento es de análisis normativo, 

comparativo, y pretende que por medio de este se vea como frente a las madres 

comunitarias existe segregación y discriminación laboral en comparación a otros 

tipos de trabajos realizados en Colombia y para lo cual existen múltiples normas, 

dejando a un lado el impacto y papel tan importante que estas trabajadoras 

cumplen en la actividad económica, social y política del país. 
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INTRODUCCION 

 

 

El tema seleccionado en esta tesis de grado para nosotros como futuros abogados 

es de gran importancia, si se tiene en cuenta un principio fundamental, el cual es 

el  de igualdad considerado como uno de los pilares dentro de un estado social de 

derecho como lo es el Colombiano, además a partir de la expedición de la 

Constitución de 1991, se crea una nueva concepción del derecho de igualdad. 

 

 

Con ello y en base a este principio, se pretende analizar la disparidad laboral 

existente en el estado colombiano frente a una clase trabajadora denominada 

“Madres Comunitarias”, explicando como a nuestro juicio se debería remunerar a 

estas incansables trabajadoras.  

 

 

Este tema actualmente ha sido objeto de amplio debate en el país, por los 

doctrinantes, por las Altas Cortes, por quienes en Colombia hacen las leyes, por lo 

cual nos atrevemos a dar nuestro criterio. 

 

 

Para la realización de este estudio se ha dividido la tesis en tres partes 

fundamentales, terminado con las conclusiones respectivas. 

 

 

EN LA PRIMERA se analizan los derechos laborales que otorga el sistema 

jurídico colombiano (noción, evolución e histórica) y se termina con una breve 

reseña histórica de cómo surge en Colombia el programa de madres comunitarias. 
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EN LA SEGUNDA se abarca la relación laboral de las madres comunitarias con el 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF y se efectúa un comparativo entre 

el contrato de aportes vs los contratos de trabajo  existente en nuestro marco 

jurídico colombiano. 

 

 

LA TERCERA parte contiene el aspecto primordial de la investigación, que 

consiste en demostrar la discriminación laboral existente en Colombia frente a un 

conglomerado social tan importante como lo son los trabajadores del estado, 

empero, a las madres comunitarias no se les da el mismo trato. 

 

 

Por último se plantean una serie de CONCLUSIONES sobre el tema, haciendo 

énfasis en el derecho de igualdad en las relaciones laborales de las madres 

comunitarias, dado que hacen parte de la vida social, económica y política de 

nuestra Nación. 
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1. LAS MADRES COMUNITARIAS Y SU SITUACIÓN JURÍDICA 

 

1.1  RESEÑA HISTORICA1 

 

 

 La historia de las madres comunitarias se empieza a tejer en la década de los 

años setenta, tomando un realce importante en 1972 donde por decisión de un 

grupo de mujeres quienes por iniciativa propia empezaron a atender niños y niñas 

de barrios populares, creando para ese entonces cien centros comunitarios 

infantiles locales en los que ofrecen albergue y cubren las necesidades básicas 

(educación y supervisión) de niños hasta de siete años de edad a través de la 

participación activa de las comunidades locales. Con base en esta experiencia fue 

adoptada la Ley 27 de 1974, la cual estatuye en su objeto los principios 

fundamentales para la protección de la niñez, establece el sistema nacional de 

Bienestar Familiar al igual que reorganiza el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar; es así que se crean los Centros de Atención Integral al Preescolar 

(CAIP). Estos centros fueron financiados con dineros provenientes de un impuesto 

del 2% sobre los salarios y sueldos de entidades públicas y  privadas.  

 

 

En 1977 resultó obvio que el programa no respondía a las necesidades de la 

población debido a su limitada cobertura. Además, las empresas argüían que el 

impuesto era excesivo y se colocaba en duda el modelo de CAIP. En vista de esto, 

y con apoyo de UNICEF y la experiencia adquirida, se adoptó un nuevo modelo de 

atención infantil basado en la participación activa de los padres: Casas Vecinales 

u Hogares Comunitarios. 

 

                                                           
1LINEAMIENTOS MADRES COMUNITARIAS VERSION 2011 
FLOREZ, Carmen Elisa y REGINA Méndez, Hogares Comunitarios de Bienestar. Universidad de los Andes. Bogotá DC. 1993. 
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En 1982 se aprobó la Resolución 1822 para reafirmar el carácter comunitario de 

este proyecto, estableciendo que estos hogares fueran manejados por los padres 

y vecinos y que también tuvieran un papel educativo; todo esto basado en parte en 

el principio Constitucional ahora inscrito en el Articulo 44 de la Constitución 

Política: “La familia, la sociedad y el Gobierno tienen la obligación de atender y 

proteger al niño con el fin de garantizar su desarrollo armónico e integral y el pleno 

ejercicio de todos sus derechos”. 

 

 

De acuerdo al Censo Nacional de 1985, el ICBF llegó a menos del 7% de la 

población infantil total de 4’819.974, luego de una auditoría al programa. Una vez 

identificados los beneficiarios,  niños preescolares bajo riesgo de abandono y/o 

desnutrición (2’009.926 niños en total) se buscaron formas para aumentar la 

asignación destinada exclusivamente al programa de Hogares Comunitarios, 

incrementando los impuestos del 2% al 3% del total mensual de los sueldos y 

salarios de los sectores públicos y privados. Este incremento iría exclusivamente a 

los Hogares Comunitarios.  

 

 

El Artículo 1.2 de la Ley 89 de 1988 establece que: 

 

 

“El incremento de los recursos que establece esta Ley se dedicará exclusivamente 

a dar continuidad, desarrollo y cobertura a los Hogares Comunitarios de Bienestar 

de las poblaciones infantiles más vulnerables del país”.  

 

 

Se entiende por Hogares Comunitarios de Bienestar, aquellos que se 

constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - 

ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y 
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utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas 

de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de  los 

estratos sociales pobres del país. 

 

 

En 1987 el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar “ICBF”, crea el proyecto de 

hogares comunitarios de bienestar el cual fue introducido como parte del modelo 

de educación no formal, para apoyar a la formación de niños menores de 7 años, 

pertenecientes a los sectores de más bajos ingresos en el País, representados por 

los estratos socioeconómicos 1 – 2  y las áreas más deprimidas del estrato 3, la 

atención y cuidado de los niños la realizan mujeres de los mismos sectores 

pobres, los cuales son conocidas con el nombre de MADRES COMUNITARIAS, 

quienes tienen la tarea de atender y cuidar en sus casas a los niños de su 

vecindario, cuyos padres trabajen. 

 

 

El proyecto surge no como un beneficio a la niñez, sino como una respuesta al 

proceso de vinculación de las mujeres pobres al mercado laboral, muchas de ellas 

mujeres cabeza de hogar y con varios hijos, las cuales carecían de recursos 

suficientes para pagar una atención adecuada para sus niños mientras trabajaban, 

la tarea principal entonces, fue la de ayudar a los padres en la formación y cuidado 

de los mismos a través del trabajo y apoyo de la comunidad. 

 

 

La Ley 89 de 1988 definió además el programa de Hogares Comunitarias y 

encargó su desarrollo al ICBF. El objetivo de los Hogares Comunitarios fue el de 

satisfacer las necesidades básicas de los niños de familias de bajos ingresos, 

incluyendo nutrición, salud, protección, así como el desarrollo personal y social, 

junto con las familias de las comunidades de bajos ingresos y usando recursos 

locales. 
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Un caso que se dio, recusando la situación de las madres comunitarias fue llevado 

sin éxito ante la Corte Constitucional, con una sentencia proferida en 1992, la T- 

014/92. La Corte Constitucional dictaminó que el derecho al trabajo de las madres 

comunitarias (y los jardineros) “depende de ciertos elementos objetivos, tales 

como las posibilidades fiscales del Estado y las variables económicas y sociales 

que crean empleos” y señaló que “no existe una relación de trabajo en la 

proporción entre una entidad sin ánimo de lucro de beneficio social, articulada al 

sistema nacional y bienestar social y en particular, nunca hubo una condición de 

empleo”. 

 

La Corte Constitucional aceptó la clasificación de “una relación civil de carácter 

consensual, bilateral entre las partes contratantes que se comprometieron a 

obligaciones mutuas; la madre comunitaria prestaría servicios en forma de 

atención a niños y la Asociación de Padres de Familia contribuiría pagando una 

beca suministrada por el ICBF”. 

 

En 1995 el Gobierno expidió el Decreto 1340, definiendo el estatus laboral de las 

madres comunitarias, en su Artículo 4º.  

 

“Las madres comunitarias son personas (mujeres) que participan en el 

programa de Hogares Comunitarios, ofreciendo trabajo en la forma de 

contribuciones voluntarias. Tal trabajo se realizará como una parte de la 

obligación de la familia y la sociedad de asistir y proteger a la niñez”. 

 

Este Artículo establece explícitamente que no es una relación de empleo, tal como 

se puede apreciar en el texto del Artículo 4: El vínculo de las madres comunitarias 

y otras personas y organizaciones comunitarias que participan en el programa de 

Hogares Comunitarios a través de trabajo en solidaridad, constituye una 

contribución voluntaria y la obligación de atender y proteger a la niñez recae sobre 

los miembros de la sociedad y la familia. 
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En consecuencia, esta relación no constituye una relación de empleo con las 

asociaciones u organizaciones comunitarias que administran el programa, ni con 

las entidades públicas.  

 

Otras recusaciones referentes a la situación de las madres comunitarias fueron 

llevadas sin éxito antes los tribunales. En una sentencia proferida en 1995, la 

Corte Constitucional afirmó en la T-269/95 que: “para la Corte, la relación entre la 

Sra. Gómez de Soto (una madre comunitaria) y la Asociaciones de Padres de 

Familia del Comité de Hogares de Bienestar Familiar del Municipio de Tunja, 

Departamento de Boyacá, era de naturaleza contractual. En esto concuerda con el 

criterio adoptado ad quemen la sentencia apelada, ya que esta relación, sin ser de 

naturaleza laboral, sí suponía un compromiso voluntario, una contribución 

humanitaria y cívica.”  

 

La Corte prosiguió declarando que: “Sin duda, se puede decir que la relación entre 

las partes – una entidad de bienestar social sin ánimo de lucro, vinculada al 

sistema nacional de bienestar familiar, y una persona natural que nunca fue una 

empleada – ha sido de naturaleza civil y bilateral, ya que las partes contratantes 

se obligaban mutuamente. La madre se comprometió a satisfacer los intereses de 

la otra parte, es decir, prestar una serie de servicios a los niños y sus padres.  

 

La Asociación se comprometió a dar el debido apoyo y pagar la beca suministrada 

por el ICBF. La relación era consensual, ya que no requirió ninguna solemnidad, y 

onerosa porque le dio a la madre comunitaria el derecho de recibir una parte de la 

beca mencionada. Al establecer que el nexo era contractual, la Corte considera 

que el cierre del hogar fue una simple consecuencia de su terminación. Y, en este 

sentido, la Corte considera que la decisión de la Junta no fue una medida 

disciplinaria, sino la aplicación de una facultad recibida por ordenanza.”  
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En este caso la Corte enfatiza la naturaleza contractual de la relación entre las 

partes, en oposición a que las madres comunitarias simplemente son 

trabajadoras voluntarias.  

 

En una recusación exitosa, en una sentencia proferida en 1988, SU-224/98, la 

Corte afirmó que el carácter contractual, dado a la relación sui generis de las 

madres comunitarias, es contrario a los principios contemplados en el Artículo 53 

de la Constitución, puesto que no tiene en cuenta las condiciones reales bajo las 

cuales estos servicios personales se prestan a los Hogares Comunitarios. Los 

jueces encontraron que “ésta es una relación de trabajo real con todas las 

consecuencias que tales relaciones tienen.” La Corte encontró además que “las 

madres comunitarias enfrentan condiciones injustas” y declaró que “es deber de la 

Corte, en defensa de los derechos fundamentales y postulados básicos del 

sistema judicial y del estado democrático, hacer esto explícito”.  

 

Sin embargo, en una sentencia proferida en el año 2000, contraria a los intereses 

de las madres comunitarias, propiamente la T-798/00, la Corte manifestó que: 

“Para la protección y atención de la niñez colombina, la Ley 89 de 1998 creó los 

Hogares Comunitarios”. El programa es implementado por las madres 

comunitarias, quienes están conectadas al mismo por contratos civiles con la 

Asociación de Padres de Familia de estos hogares y se les ha confiado la 

prestación de atención y asistencia inmediata a un grupo de niños mientras sus 

padres se encuentran trabajando”. Además, la Corte observó que: “Para la 

prestación de estos servicios, aparte del pago de una beca, las madres 

comunitarias están afiliadas al sistema de seguro social y salud a través del 

régimen subsidiario financiado por los recursos del IVA (Artículo 221.g. Ley 100 de 

1993)”.  
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Posteriormente, el Artículo 1º de la Ley 509 de 1999 estipuló que “las madres 

comunitarias del programa de Hogares Comunitarios del Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar, tendrán un derecho personal a la atención y beneficios 

financieros recibidos por los trabajadores cubiertos por el régimen contributivo 

previsto en la Ley 100 de 1993”. Además, la Ley mencionada estableció que la 

vinculación al régimen contributivo sería financiada mediante un pago mensual por 

las madres comunitarias, correspondiente a ocho (8 %) del bono y por el Fondo de 

Solidaridad y Garantía, de conformidad con los Artículos 3 y 4 de la Ley 509 de 

1999. “El monto de la contribución será recolectado por las organizaciones que 

administran el programa de los hogares de bienestar para su transferencia a las 

EPS”. 

 

El caso más reciente citado por la asesoría jurídica para la Confederación de 

Trabajadores de Colombia, una sentencia de 2004, la T-025/04, el  Dr. Manuel 

José Cepeda, al formar un juicio sobre si la situación de las madres comunitarias 

es inconstitucional, citó ciertos hechos que las autoridades deberán corregir por 

los medios que consideren apropiados con el fin superar “las visibles 

desigualdades y estimular una mejora progresiva de las condiciones materiales de 

los sectores más deprimidos de la sociedad”, dando como ejemplo: 

 

- La violación masiva y generalizada de varios derechos constitucionales de un 

número importante de personas; 

 

- Las omisiones prolongadas de las autoridades en el cumplimiento de sus 

obligaciones de garantizar servicios; 

 

- La falta de emisión de medidas legislativas, administrativas y presupuestales 

necesarias para evitar la violación de derechos; 
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- La existencia de un problema social, cuya solución requiere la intervención de 

diferentes entidades, la adopción de una serie de acciones complejas y 

coordinadas, y un nivel de recursos que implica un importante esfuerzo 

presupuestal adicional. 

 

Un informe emitido en 1995 por el Comité del Convenio Internacional sobre 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, incluyendo 

recomendaciones con respecto del Gobierno colombiano y las madres 

comunitarias vinculadas al ICBF. El Comité encontró que el Gobierno colombiano 

debería: “mejorar la capacitación de las ‘madres comunitarias’ y regularizar su 

situación laboral, tratándolas para todo efecto como trabajadoras al empleo de 

terceros (la ‘Asociación de Padres de Hogares Comunitarios del ICBF)”. 

 

El Comité reiteró la recomendación de 2001 en la conclusión de sus 

observaciones. Registró la situación de las madres comunitarias como una de sus 

preocupaciones principales, declarando que “el Comité está preocupado por la 

reducción en el presupuesto del Programa de Madres Comunitarias del Instituto de 

Bienestar Familiar, que brinda atención a casi 1,3 millones de niños. Deplora el 

hecho de que las ‘madres comunitarias’ todavía no hayan sido reconocidas como 

trabajadoras y que no reciben el salario mínimo”. 

 

La situación de las madres comunitarias descrita por UNESCO en 1998 es como 

sigue: 

 

En 1987 el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), una entidad oficial 

con poderes ministeriales a cargo de la política concerniente a la familia y la 

protección de menores, canalizó el 8% de sus fondos a las madres comunitarias y 

les ofreció un marco institucional. En 1998 la cifra es de 40%. Los US$ 55 millones 

del programa del ICBF llega al 60% de los niños muy necesitados en 1.042 

municipios en un país donde, según las cifras suministradas por el Programa de 
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Desarrollo de las Naciones Unidas (UNDP), una de cada cinco personas subsiste 

con menos de dos dólares al día. Logró especial reconocimiento por su 

bienestarina, una mezcla en polvo de leche, proteínas, hierro, y harina hecha de 

soya, trigo, maíz o arroz, suministrada gratis por el Gobierno a través de la red de 

las madres comunitarias. 

 

Las madres comunitarias, cuyo número ahora asciende a 82.000, se están 

volviendo cada vez más importantes y se encuentran en gran demanda por las 

familias afectadas por la violencia, la cual a Enero de 1998 había desplazado a la 

fuerza de sus hogares a 1.1 millones de personas (42.000familias). Cada madre 

recibe aproximadamente 14 niños en su casa y recibe el equivalente de la mitad 

del salario mínimo (unos US 130 al mes) y el derecho de seguro social y pensión. 

 

Aparte del alimento para su grupo (que también puede dar a sus propios hijos) el 

ICBF le suministra utensilios y unos pocos artículos básicos. 

 

También le concede un pequeño préstamo para instalar servicios sanitarios 

separados para los niños y para mejorar la higiene en la cocina, el área de 

alimentación, los dormitorios y el patio, donde los niños pasan el mayor tiempo. 

 

Aproximadamente un millón y medio de niños, de dos a siete años de edad, son 

cuidados y socializados en esta forma antes de entrar a estudiar, mientras sus 

madres verdaderas trabajan. Las madres comunitarias hacen lo mejor que pueden 

para adaptar su horario al de los padres que trabajan, pero por regla general 

cuidan a los niños entre las ocho de la mañana y las cuatro de la tarde, de lunes a 

viernes. 

 

Organizan su propio día, guiadas por los objetivos educativos del ICBF, cuyo 

enfoque es concientizar a los niños acerca de valores tales como solidaridad, 

amistad y respeto por las diferencias. 
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Ahora, veamos algunas definiciones sobre este tema 

 

HOGAR COMUNITARIO: Es un espacio pedagógico que rompe barreras en las 

escuelas e instituciones y que se postula dentro de los diferentes contextos 

sociales, culturales, políticos, morales, afectivo entre otros, teniendo en cuenta el 

pleno desarrollo del ser humano y los espacios en los cuales se dinamizan y 

vivencian. 

 

Los hogares comunitarios están constituidos con el aval, intervención y 

supervisión del ICBF, y tienen como finalidad la atención de necesidades básicas 

de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños y niñas 

de estratos sociales menos favorecidos. En consecuencia, bajo la mencionada 

figura se acerca a las familias y vecinos de una determinada zona, para que con el 

apoyo del ICBF, se vinculen al Sistema de Bienestar Familiar y, por lo tanto, 

promuevan la protección y efectividad de los derechos fundamentales de los niños 

y niñas que requieran servicios de nutrición, salud y protección.  

 

La Constitución y funcionamiento de los hogares comunitarios se encuentran 

reglamentados en el Decreto 1340 de 1995 (…) Así mismo, en el Acuerdo No. 21 

de 1996, de la Junta Directiva de Bienestar Familiar, se fijaron los lineamientos 

técnicos y administrativos de los hogares comunitarios .(…) el ICBF no sólo 

establece los parámetros administrativos, operativos y financieros de los hogares 

comunitarios, sino que tiene la potestad de ordenar su cierre, conforme a los 

criterios delineados en el Acuerdo 50 de 1996 (…) Conforme a la citada normativa 

resulta incuestionable que al margen de la existencia de personería jurídica, 

autonomía administrativa, operacional y financiera de los entes encargados de la 

administración de los hogares comunitarios, el ICBF se encuentra vinculado con 

su funcionamiento y supervisión, al grado tal que es el encargado de autorizar su 

creación, ejerce el respectivo control e inspección sobre los mismos, e incluso 

puede llegar a ordenar su cierre cuando concurran circunstancias que den lugar a 
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ello. Por lo tanto, no son de recibo los argumentos expuestos en la contestación 

de la demanda y en la impugnación, como quiera que están orientados a 

desconocer la íntima o estrecha conexión que ejerce el establecimiento público 

demandado frente a los hogares comunitarios, máxime si éstos se integran al 

servicio público del Sistema de Bienestar Familiar que se encuentra 

principalmente a cargo de esa entidad, y que propende por la promoción y 

protección de las garantías esenciales de los niños y niñas del país.  En 

consecuencia, si bien el programa de hogares comunitarios es ejecutado de 

manera directa por la comunidad en la cual se localiza aquél, no es posible 

desconocer la labor que ejerce el ICBF en la creación, apoyo, supervisión y control 

sobre esos centros de atención básica de la niñez. Así lo ha reconocido la 

jurisprudencia de esta Corporación, al precisar en situaciones similares  a las que 

acá se juzgan. (…)  Así mismo, la Sala se ha ocupado de eventos en los que se 

juzga la responsabilidad del ICBF por la afectación a la integridad psicofísica –y de 

manera concreta la integridad sexual– de niños ubicados en hogares sustitutos en 

cumplimiento de una medida de protección. 

 

 

MADRES COMUNITARIAS: Es una persona que se ocupa de cuidar (en todo 

sentido) a los niños y niñas que por alguna razón se han retirado de sus familias 

para ser cuidadas por el Estado. 

 

 

ICBF: Es una Entidad vinculada al Ministerio de Protección social de Colombia. La 

entidad fue establecida en 1968, en respuesta a problemáticas que afectan a la 

sociedad colombiana, como lo son la falta de nutrición, la división e inestabilidad 

del núcleo familiar, la pérdida de valores y la niñez desvalida.  
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1.2  DERECHOS LABORALES DE LAS MADRES COMUNITARIAS 

 

- Ley 509 de 1999, Artículos 1º y 2º  “Por la cual se disponen unos beneficios 

en favor de las Madres Comunitarias en materia de Seguridad Social y se 

otorga un Subsidio Pensional”. 

 

Sobre estos artículos, primero y segundo de la mencionada ley, es claro que en el 

mismo se ordena de manera expresa que este grupo de personas deben estar 

afiliadas al régimen contributivo del sistema general de seguridad social en salud, 

en donde gozarán de todas las prestaciones asistenciales y económicas derivadas 

del mismo, empero, a la fecha, el ICBF a hecho caso omiso a alguno de sus 

apartes, si se tiene en cuenta que las madres tienen que cancelar el 100% del 

aporte a la seguridad social, no siendo esto equitativo, si se tiene en cuenta el 

rubro a cancelar por un empleador y el empleado en el sistema contemplado para 

el trabajador colombiano, que es de parte y parte, notándose a la vista una 

discriminación en este aspecto.  

 

- Ley 797 del 2003   Creación de la subcuenta de subsistencia del fondo de 

solidaridad pensional y Afiliación de las madrescomunitarias al sistema 

general de pensiones. 

 

Esta Ley, es una reforma que se hizo al sistema general de pensiones, en donde 

se incluyeron a las madres comunitarias, según se puede observar en el texto, 

pero como este sistema incluye a las entidades públicas y privadas, el Estado 

burla lo referente a estas trabajadoras, a quienes tiene como trabajadoras 

particulares, siendo que tienen contrato con el Estado.  Bajo este precepto, el 

Estado incluye a este conglomerado al régimen pensional, pero se observa 

tajantemente la discriminación  existente, si se tiene en cuenta lo reglado  en el 

artículo 15 de la norma, en donde de manera clara el Estado NO acepta a las 

madres comunitarias como sus trabajadoras y les otorga “un beneficio”, como es 



22 

 

el poder realizar aportes al Fondo de Pensiones de manera solidaria, es decir, 

obteniendo el subsidio del fondo de Solidaridad Pensional.   

 

- Ley 1023 de 2006, la cual modifica la Ley 509 de 1999.  Afiliación a salud 

del grupo familiar de la madre comunitaria y solamente Pagaran el 4% 

sobre la bonificación que les da el I.C.B.F. 

 

En esta norma, el Estado vincula, no solo  las madres comunitarias, sino al núcleo 

familiar de las madres comunitarias al sistema general de seguridad social en 

salud, al igual que las hace acreedoras a todas las prestaciones asistenciales y 

económicas derivadas del mismo. Es aquí como observamos como el Estado y 

para este caso, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, de manera incisiva, 

burla este enunciado, puesto que solamente en el año 2012 y pasados seis años 

de su creación, la cual entró en vigencia después de su publicación, las hace 

acreedoras a las prestaciones asistenciales y económicas, como es la afiliación al 

régimen de riesgos profesionales, pues realizadas las averiguaciones, solo en el 

mes de ABRIL de este año, se dio la afiliación. 

 

- Ley 1111 de 2006  Exentas del 4 x 1000,  articulo 42 numeral 18. 

 

Bajo esta norma y según lo descrito en el artículo 42, numeral 18, los retiros que 

realicen las Asociaciones de Hogares Comunitarios autorizados por el ICBF, 

quedan exentos del 4 por mil, es decir, que de este beneficio solo podrán gozar 

aquellas madres que estén bajo esta modalidad asociativa, lo que significa que 

necesariamente y de forma obligada, para acceder a este trabajo deberá la 

persona ser miembro de una asociación que cumpla los parámetros establecidos 

para tal caso el ICBF, en este caso puntual, diríamos que se pierde el criterio de 

independiente, entendiendo como tal, toda persona natural que realice una 

actividad económica o preste sus servicios de manera personal o por su cuenta y 
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riesgo, mediante contratos de carácter civil, comercial o administrativo, distintos al 

laboral, 

 

- Ley 1151 de 2007 – esta norma contiene el Plan Nacional de Desarrollo. 

 

Esta Ley trae otro beneficio consagrado para las Madres Comunitarias y en su 

artículo 104 claramente se establecen las tarifas para Hogares Comunitarios, 

respectos de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo para los inmuebles 

de uso residencial donde funcionan los Hogares Comunitarios de Bienestar y los 

sustitutos, los cuales serán considerados como de estrato (1) uno.  

 

Esta ley, reglamentada mediante el Decreto 3590 de 2007 es un apoyo importante 

a la economía de las Madres Comunitarias toda vez que dicho estrato goza de 

considerables subsidios por parte del Gobierno. 

 

- Ley 1187 de 2008, Se adiciona parágrafo a la ley 1023 de 2006. Acceso al 

fondo de solidaridad pensional, incluidas Famis y Sustitutas y Habilitación 

de la condición de beneficiario. 

 

En ella y teniendo en cuenta los enunciados preceptuados en la Ley 1023 de 

2006, el Estado prioriza el acceso a las madres comunitarias al subsidio de la 

subcuenta de subsistencia, al fondo de solidaridad pensional, cuando las mismas 

no cumplan con los requisitos para acceder a dicho fondo. Para ello deben 

acreditar la calidad de madres comunitarias mediante certificación expedida por el 

ICBF, todo esta supeditado a lo que el Estado a través de sus organismos decida 

y en este caso en especial, las madres comunitarias siguen en el mismo plano.  

 

- Decreto 1490 de 2008, reglamenta el artículo 4 de la Ley 1187 
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Con éste decreto, el Estado ordenado al ICBF incrementar la bonificación que 

perciben las madres comunitarias, hasta en un 70% del salario mínimo mensual 

vigente, de acuerdo con la modalidad de atención y el número de niños atendidos, 

ello teniendo en cuenta el enunciado del artículo 44 de la Carta Política, el cual 

dispone “la Familia, la Sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y 

proteger a los niños para garantizar su desarrollo armónico y el ejercicio de sus 

derechos”. Bajo esta premisa nos preguntamos ¿Será que una persona con 

menos de un salario mínimo, pagando en la mayoría de los casos un canon de 

arrendamiento, con una obligación del 100%, de aportes al sistema general de 

seguridad social en salud, estará en capacidad de garantizar estos derechos a los 

niños? aquí se ve claramente como el Estado evade su responsabilidad y a la vez 

asigna esta obligación a personas que ni siquiera devengan un salario acorde a 

sus necesidades y al deber que se les asigna. 

 

- Decreto 1924 de 2009. Reglamenta la Ley 49 del 1990, Ley 3 de 1991, Ley 

1151 de 2007 en relación con el subsidio familiar de vivienda interés social 

en dinero para áreas urbanas Subsidio de mejoramiento de Vivienda y 

compra de  vivienda usada 

 

Este Decreto otorga a la madres comunitarias el derecho a acceder al subsidio a 

vivienda de interés social, creándonos un interrogante si se tiene en cuenta que en 

la mayoría de los casos estas viviendas tienen un área máxima autorizada de 35 

metros cuadrados y para determinar que una vivienda sea digna se deben de 

contemplar ciertos parámetros tales como, estar ubicada en un lugar seguro y libre 

de cualquier tipo de violencia, tener acceso a servicios de salud, agua, energía, 

aseo y drenaje de desechos, estar cerca de mercados y debe ser un lugar 

habitable, con cierta comodidad, higiénica, que proteja del frio, al calor, a la lluvia, 

y propicias para la salud. 
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Esto implica que debe existir espacio suficiente para evitarel hacinamiento y para 

gozar de zonas verdes que permitan un buen ambiente alrededor, como quien 

dice, no se trata solamente de un techo. 

 

Es por ello que se critica dicha norma, por cuanto y tanto en estudios recientes, 

realizados por académicos del centro de estudios de derecho, justicia y sociedad, 

conceptúan que las familias en Colombia por ser un promedio de cuatro personas, 

siendo así, como en una vivienda de interés social, a cada habitante le 

correspondería un promedio de 6.5 metros cuadrados para vivir, violando con ello 

el derecho a una vivienda digna y como si fuera poco estasmadres tendrían que 

albergar, doce o trece niños más. ¿Será  que esto es digno? por qué el Estado, 

además de crear este beneficio, no construye edificios donde los niños y las 

madres comunitarias tengan unas muy buenas condiciones y puedan gozar de sus 

derechos plenos. 

 

          - LEY 1450 DE 2011 -  Artículos 127, 136, 137, 164, 165, 166, 167. 

Cataloga estrato uno (1) para efecto del cálculo de las tarifas de servicios públicos  

a hogares comunitarios, ajuste de la oferta programática para la primera infancia, 

atención integral de la primera infancia (estándares de calidad), acceso a subsidio 

de solidaridad pensional, bonificación para las madres comunitarias y sustitutivas, 

ajuste del cálculo actuarial para madres comunitarias y expansión de cobertura de 

servicios sociales. 

Es el Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014, denominada“Prosperidad para 

Todos” y que tiene como objetivo consolidar la seguridad con la meta de alcanzar 

la paz, dar un gran salto de progreso social, lograr un dinamismo económico 

regional que permita desarrollo sostenible y crecimiento sostenido, más empleo 

formal y menor pobreza y en definitiva, mayor prosperidad para toda la población.  
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Se observa que ésta norma es fundamental, puesto que en los enunciados de los 

artículos referidos, el Gobierno Nacional en un gran esfuerzo ha tratado de 

mejorar las condiciones de este conglomerado social, hasta tal punto que se 

vislumbra beneficios en los servicios públicos, al mejoramiento de las becas,hasta 

llegar al salario mínimo, la afiliación a los riesgos profesionales, entre otras 

prebendas que dejarán a las madres casi que en igualdad de condiciones a los 

otorgados a otro tipo de trabajadores, lo cual concuerda con el objeto estipulado 

en nuestra Carta Magna y que es la esencia de la misma. 

 

1.3 CONVENIOS INTERNACIONALES 

 

La asesoría jurídica para la Confederación de Trabajadores de Colombia2 ha 

citado las siguientes leyes que Colombia ha ratificado como base para hallar si la 

clasificación del Gobierno de las madres comunitarias como no empleadas 

constituye una violación del derecho público internacional: 

 

- El Convenio Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales de 1966, ratificada por Colombia en la Ley 74 de 1968; 

 

 

En este convenio, el cual fue ratificado por Colombia, mediante la Ley 74 de 1968, 

en la cual se aprueban los Pactos Internacionales de Derechos Económicos, 

Sociales y culturales de derechos civiles y políticos, no siendo más que la garantía 

a la dignidad y al desarrollo de la persona humana, en el entendido que la 

dignidad de la persona humana, es el valor básico que fundamenta todos los 

derechos humanos, ya que su afirmación no solo constituye una garantía de tipo 

                                                           
2 CTC. La Central Sindical obrera más grande de Colombia, fundada el 10 de agosto de 1935. 
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negativoque protege a las personas contra vejámenes y ofensas de todo tipo, sino 

que debe también afirmar positivamente a través de los derechos, el pleno 

desarrollo de cada ser humano y todos los seres humanos. Vale la pena exponer 

que la dignidad humana y el derecho a una vida digna fundamenta, tanto los 

derechos civiles y políticos, como los derechos económicos, sociales y culturales, 

es decir, la persona nunca puede ser un instrumento, sino que por su dignidad, 

reclama un respeto de ser siempre sujeto y no objeto, por ser siempre fin en si 

mismo, lo que llama el reconocimiento de su personalidad y todo lo que necesita 

para vivir dignamente. Bajo este precepto, se puede concluir  que en Colombia las 

madres comunitarias y los niños que están bajo su cuidado, no gozan de los 

derechos mínimos fundamentes que les pueda permitir gozar de una vida digna, 

tal como lo predica el convenio referido, incumplimiento así nuestro Estado en un 

Pacto, ratificado mediante la Ley enunciada. 

 

 

- El Convenio sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW), ratificado por Colombia en la 

Ley 51 de 1981 y su protocolo opcional ratificado por Colombia en la 

Ley 984 de 2005; 

 

 

De manera evidente Colombia, bajo la Ley 51 de 1981, aprueba todas las formas 

de discriminación contra la mujer, pero no es por demás dejar entrever que el 

Estado no cumple en todo con este precepto, si se tiene en cuenta que un grupo 

de estas mujeres bastante significativo por cierto, esta siendo discriminado en 

cuanto a sus garantías laborales, por tanto las madres comunitarias en esta caso, 

se les viene vulnerando una cantidad de garantías laborales, estas conocidas en 

su mayoría por el país en general, lo que comprueba una vez más que quienes 

ostentan el poder en la República, no solo violan los convenios ratificado mediante 

leyes sino que con paños de agua tibia enmascaran una vulneración flagrante de 
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estos derechos, en especial, en los que atañen a la discriminación a la mujer, en 

este caso violando un sin número de derechos que otorga el mismo Estado al 

trabajador Colombiano. 

 

 

- El Convenio Interamericano sobre la Prevención, Castigo y 

Erradicación de la Violencia contra la Mujer, “Convenio de Belem do 

Para”, ratificado en Colombia en la Ley 248 de 1995; 

 

Teniendo en cuenta todo lo concerniente a lo aprobado en la Ley 248 de l995 en 

donde se aprueba la Convención Internacional para prevenir, sancionar yerradicar 

la violencia contra la mujer, en donde los Estados Parte de la referida Convención, 

reconocen el respeto irrestricto a los derechos Humanos consagrados en la 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en el cual se 

afirma que la violencia contra la mujer constituye una violación de los Derechos 

Humanos y las libertades Fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el 

reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y teniendo en cuenta la 

definición de esta Ley, la que preceptúa en su artículo 2º, literal C:  “se entenderá 

que la violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica que 

sea perpetra o tolerada por el Estado o sus Agentes, donde quiera que ocurra”, 

acaso pues el no contar con un salario mínimo y unas garantías laborales 

otorgadas a otro tipo de trabajadores, no es óbice para una violencia psicológica, 

será que una madre comunitaria no se siente frustrada al saber que ni siquiera 

puede estar en su trabajo, en las mismas condiciones a las de una trabajadora 

doméstica, no es acaso ésta uno de los múltiples atropellos a los que se ven 

sometidos, no es así que el Estado tolera esta violación, otorgándole garantías 

especiales al ICBF, para que por medio del cuasi contrato de aportes, vulnere lo 

pactado en el convenio ya citado. 
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- El Convenio de 95 de la OIT, parcialmente revisado en el Convenio 

173, ratificado por Colombia en la Ley 54 de 1992, relativa a la 

protección de salarios. 

 

Para ratificar este convenio, Colombia emite la Ley 54 de 1992, relativa a la 

protección de salarios, en donde define el término salario como la remuneración o 

ganancia, sea cual fuere su denominación o método de cálculo, siempre que 

pueda evaluarse en efectivo, fijada por acuerdo o legislación nacional y debida por 

un empleador a un trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito o verbal o 

por servicios que haya prestado. En este orden de ideas y para efectos del 

significado que en el ordenamiento ha de tener labor, salario y, sobre todo, para la 

protección judicial del derecho a su pago cumplido, deben integrarse todas las 

sumas que sean generadas en virtud de la labor desarrollada por el trabajador, sin 

importan las modalidades o denominaciones que puedan asignarle la Ley o las 

partes contratantes. 

 

Es por ello, que después de analizar el canon salarial de las madres comunitarias 

y la modalidad de contrato, se observa como además de vulnerarse el artículo 53 

de la Constitución Política, en cuanto al derecho a recibir una remuneración vital y 

móvil, desconocería el artículo 13 de la misma, respecto a la igualdad de los 

derechos de los trabajadores citados, porque se puede precisar claramente que 

estos se encuentran en condiciones de desigualdad, que a la fecha los está 

haciendo merecedores a un trato diferente, teniendo en cuenta que éstas madres 

prestan un servicio esencial, de mucha importancia, en tratándose de niños de 0 a 

7 años de edad, en los cuales, de manera primordial el Estado está obligado a 

darles esta prelación y la misma se las otorga a unas mujeres que ni siquiera 

devengan un salario mínimo y como si fuera poco, el programa está concebido 

para os estratos 1 y 2, es decir, para las personas de más alta vulnerabilidad, es 

así donde decimos dónde está el Estado, porqué se deja algarete y el cuidado y 

educación de los niños de los sectores más marginados del país.   
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Fuera de ello, la asesoría jurídica para la Confederación de Trabajadores de 

Colombia3, cita las siguientes leyes no ratificadas por Colombia como base para 

encontrar que la clasificación del Gobierno de las madres comunitarias como no-

empleadas constituye una violación de la ley pública internacional: 

 

 

1. El Convenio 177 de la OIT de 1996 sobre el Trabajo a Domicilio;2. El Convenio 

165 de la OIT, estableciendo consideraciones especiales para trabajadores con 

responsabilidades familiares;3. La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia 

contra la Mujer. Resolución 48/104 de Diciembre 20 de 1993 de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas; 4. La Carta de Derechos Fundamentales de la 

Unión Europea. 

 

Estos diferentes convenios naturalmente tratan asuntos variados, algunos más 

relevantes que otros, los cuales no se hace necesario argumentar, pues lo que 

pretendemos dejar en claro, es lo referente a aquellos pronunciamientos que 

guardan relación con el tema del empleo y lo pertinente a la cuestión de 

discriminación ilegal. 

 

 

DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: 

 

 

Es necesario referenciar esta agencia especializada de las Naciones Unidas, cuya 

misión es promover la Justicia Social y los derechos Humanos en el Trabajo. Esta 

tuvo su origen en el Tratado de Versalles en el año de 1919, junto con la Sociedad 

de Naciones, y la misma surgió respondiendo a la toma de conciencia que se 

                                                           
3 Asesoría que presta la Primera  fuerza  sindical  del  País, que  defiende los  derechos  de  los 
trabajadores en comportamiento con la Central unitaria de trabajadores en Colombia (CUT) y la 
Confederación General del trabajo (CGT). 
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desencadenó de la primera guerra mundial y más que todo a la necesidad de 

llevar a cabo reformas sociales, las cuales solo se podían ejecutar, desde le 

perspectiva del plano internacional, cuyo referente era la seguridad pública, 

humanitaria, política y económica. 

 

La OIT es una agencia que tiene como función principal, el elaborar normas 

internacionales del trabajo, bajo la forma de convenios y recomendaciones que 

fijan las condiciones mínimas de protección en el mundo del trabajo, así como 

velar por su aplicación y cumplimiento. 

 

En Septiembre del 2000 en la Ciudad de Nueva York, Colombia y 188 Naciones 

más; en el marco de la Asamblea General de las Naciones Unidas, acordaron en 

la cumbre del Milenio, ocho Objetivos de Desarrollo a largo plazo, con la 

coordinación de Naciones Unidas, el Banco Mundial, el FMI y la OCDE. 

Cada país se comprometió a definir metas y estrategias claras para cada objetivo, 

con el fin de alcanzarlas en el año 2015, ratificaron su pacto de construir un 

mundo más pacífico, más próspero y más justo. 

 

 

El objetivo 03: Promover la equidad de género y la autonomía de la mujer: 

 

Meta Universal: Eliminar las desigualdades entre géneros en la enseñanza 

primaria y secundaria, a 2005 y en todos los niveles de enseñanza antes de 

finales de 20154.  

 

Metas Colombia:  

 

                                                           
4Fuente: Conpes 91 proyecto ODM. Bogotá D.C. 14 de marzo de 2005 
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Una de las metas es incorporar y mantener el seguimiento a la equidad de género 

en materia salarial y calidad del empleo, en el marco del Sistema de información 

sobre calidad y pertinencia del Sistema nacional de formación para el trabajo. 

 

Mediante un documento emitido por las Naciones Unidas en el año 2010, se dio 

un avance a éste objetivo, del que se habla de los resultados sobre la autonomía 

económica y la toma de decisiones de la mujer, pero no se está trabajando 

actualmente al respecto de la realidad socioeconómica en que se encuentran las 

madres comunitarias. 

 

 

2. LAS MADRES COMUNITARIAS EN TULUA 

 

2.1. RELACIÓN LABORAL DE LAS 145 MADRES COMUNITARIAS, CON EL 

ICBF. 

Para efectos de esta monografía, es importante determinar  el número de madres 

comunitarias y la modalidad de contrato existente, con esto se puede de manera 

amplia discernir  y exponer los puntos de vista con respecto a la discriminación 

laboral que en la actualidad sufre este tipo de trabajadoras. 

Como ha venido sucediendo desde la década de los setenta, el Instituto de 

Bienestar familiar y de manera solidaria, el Estado colombiano, el cual se erige 

como un Estado social de derecho viene evadiendo la  responsabilidad que tiene 

con este grupo de personas en cuanto a sus derechos laborales, es así, como de 

manera taxativa el ejecutivo emite una norma donde le da facultades especiales al 

ICBF para contratar unos servicios como lo son el cuidado de niños de 0 a siete 

(7) años, para ello el instituto de bienestar familiar crea el famosos contrato de 

aportes modalidad que ya se describió en párrafos anteriores y que son de estricto 

cumplimiento en todas las regionales de esta entidad. 
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Es por ello que el Municipio de Tuluá, ciudad netamente campesina posee un 

sinnúmero de hogares comunitarios, los mismos que son atendidos por ciento 

cuarenta y cincoAgentes Educativos Comunitarios denominados Madres 

Comunitarias, los agentes educativos, en su calidad de madre o padre 

comunitario, así como de las demás personas u organismos que participan en la 

modalidad, realizan un trabajo solidario como contribución voluntaria al 

desarrollo del servicio. Por consiguiente, dicha contribución no implica relación 

laboral del agente educativo con las entidades contratistas ni con las entidades 

públicas.  

Bajo esta locución se puede decir que este número de agentes educativos 

comunitarios o propiamente estas madres comunitarias, no poseen ningún vínculo 

laboral con el Instituto de Bienestar Familiar ni en su defecto con la caja de 

compensación familiar comfamiliarandi “Comfandi” , quien para el caso del Valle 

del Cauca y  desde luego el Municipio de Tuluá ostenta como operador  siendo 

esta una alternativa que otorga la ley para este tipo de convenios y que para este 

ente territorial reemplaza las asociaciones comunitarias. 

Como es de anotar y a pesar de que existen gran cantidad de normas y 

jurisprudencia en los cuales se ha pretendido proteger a las madres comunitarias 

estas en la actualidad continúan siendo unas colaboradoras del desarrollo 

comunitario en la ciudad y no homologadas como trabajadoras, empero, es de 

precisar que el ICBF, para la celebración de estos convenios  y/o contratos con 

Comfandi quien rige como entidad sin ánimo de lucro, cumple con los principios de 

la función pública consagrados en el artículo 209 de nuestra constitución política, 

orientadores de la actividad contractual de las entidades del Estado y a la vez esta 

caja de compensación realiza otro contrato con las madres comunitarias bajo la 

misma modalidad y que como tal crea una serie de obligaciones para poder 

acceder al mismo. 
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Aunque a la fecha las madres comunitarias de Tuluá, gozan de todos los 

beneficios otorgados para ellos en nuestra legislación, estos favores continúan 

siendo obtenidos como trabajadores independientes y aún no están devengando 

un salario mínimo, aunque obtengan otros emolumentos por otras labores afines a 

su trabajo y/o colaboración comunitaria. 

Razón por la cual al momento este conglomerado social de Tuluá no posee 

ninguna relación laboral con el ICBF, pero si destacamos que el personal de dicho 

organismo está presto en orientar a dichas personas para que a futuro logren esos 

cometidos planteados por el legislador y la corte constitucional.  

2.2. COMPARATIVO DE LA RELACIÓN CONTRACTUAL (contrato de aportes 

Vs. Contrato de trabajo) 

Paraefectos de entrar a realizar el parangón o paralelo entre estas dos 

convenciones, es necesario enunciar el significado de contrato, el cual no es otro 

que un negocio de carácter jurídico, consistente en un pacto o convenio entre una 

parte que se obliga y otra a la que se genera un derecho sobre materia o cosa 

determinada, el cual tiene unoselementos importantes, como lo son la 

capacidad,  consentimiento, objeto y causa licita. 

  

Existen en el medio los contratos de ejecución instantánea y el contrato de 

ejecución sucesiva. La doctrina tradicional o clásica para explicar esta clasificación 

atiende a las prestaciones resultantes de cada uno de ellos. 

 

Respecto de los contratos de ejecución instantánea, que son aquellos cuando 

las prestaciones que de él resultan, pueden cumplirse en un solo acto, como por 

ejemplo: La compraventa. Allí las obligaciones de las partes se cumplen en un 

solo acto, incluso aunque sea sometido a plazo la compra de la cosa. 
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En cuanto a los de ejecución sucesiva continuada o continuativa o tracto 

sucesivo, se tieneque ello significa que si para el cumplimiento del contrato, se 

supone la ejecución de prestaciones sucesivas durante un tiempo más o menos 

largo. Por ejemplo: Contrato de trabajo,pues a medida que se vayan cumpliendo, 

se efectúa el pago. 

 

En Colombia desde la Ley 7ª de 1979, se estableció el Sistema de Bienestar 

Familiar, entendido como un servicio público a cargo del Estado, dirigido a 

promover la integración y realización armónica de la familia, la protección de los 

niños y niñas del país, y la vinculación de las entidades públicas con el fin de 

elevar el nivel de vida de la familia y de sus integrantes. En ese ordenamiento, se 

determinó que una de las entidades principales a cargo del servicio público de 

Bienestar Familiar sería el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

(establecimiento público), con competencia a nivel nacional. De otro lado, es 

posible que el ICBF celebre o suscriba una clase de negocio jurídico especial con 

particulares –fundamentalmente con asociaciones o fundaciones sin ánimo de 

lucro o con personas de elevada solvencia moral–  denominado CONTRATO DE 

APORTES, con la finalidad de que esos sujetos privados de manera armónica con 

el Estado, colaboren en la prestación del servicio de Bienestar Familiar. 

 

Analizadoel contrato de aportes, presentado como anexo en esta monografía, se 

determina que el mismo tiene las siguientes características esenciales: 

 

i) Es un contrato estatal regido por la ley 80 de 1993. 

ii) Se trata de un negocio jurídico atípico, principal y autónomo. 

iii) Es oneroso, solemne y formal al igual que todos los contratos estatales, 

por cuanto se requiere que medie una contraprestación a favor del 

contratista, constar por escrito y debe estar suscrito por las partes, en 

los términos consagrados en el artículo 41 de la ley 80 de 1993. 
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iv) Es bilateral y sinalagmático, en la medida que se desprenden 

obligaciones y cargas para las dos partes del negocio, esto es, el 

aportante y el contratista. 

v) Es conmutativo, toda vez que las prestaciones contenidas en el negocio 

jurídico son equivalentes, puesto que el contratista asume la prestación 

de un servicio propio del sistema de bienestar familiar y social a cambio 

de una contraprestación, al margen de que el contratista pueda ser una 

institución sin ánimo de lucro.  

 

Analizada la naturaleza, contenido y alcance del contrato estatal de aportes, la 

Sala de lo Contencioso Administrativo, hizo su pronunciamiento y definió este 

contrato como un negocio jurídico de aporte, el cual es un contrato estatal especial 

suscrito entre el ICBF y un contratista, en el que el primero se compromete, a 

efectuar aportes o contribuciones en dinero o especie a una persona natural o 

jurídica, nacional o extranjera, y especialmente a instituciones de utilidad pública o 

de beneficencia, o de reconocida capacidad técnica o social con el fin de que 

atienda bajo su exclusiva responsabilidad y con su propio personal humano y 

técnico, un área específica del sistema de bienestar social, es decir, aquellas 

dirigidas a la atención a la integración y realización armónica de la familia, así 

como a la protección efectiva de la niñez y adolescencia.  

 

El contrato de aporte en su condición de contrato atípico se caracteriza porque 

tiene un sujeto activo calificado y cualificado por la ley, ya que se trata de un 

negocio jurídico que sólo puede ser suscrito por el ICBF, en el que la entidad 

pública entrega unos bienes (tangibles o intangibles) al contratista para que este 

último asuma, a cambio de una contraprestación, la ejecución de un servicio 

propio del sistema de bienestar social bajo su exclusiva responsabilidad y con 

personal técnico y especializado a su cargo. 
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Por tanto, a esa convención le resultan aplicables los principios del artículo 209 de 

la Constitución Política5, así como los principios y reglas contenidas en la ley 80 

de 1993 y normas complementarias, razón por la que en la selección del 

contratista juegan un papel preponderante aspectos tales como la transparencia, 

la selección objetiva y planeación, entre otros, máxime si como lo señala 

expresamente la ley, resulta prioritario que se seleccione a instituciones o 

personas que acrediten idoneidad en el manejo de la actividad cuya prestación 

pretende que el contratista asuma, debido a la relevancia de la función a ejecutar, 

esto es, la protección de la familia y de los niños y niñas, la primera núcleo 

esencial de la sociedad en los términos establecidos en el artículo 42 de la Carta 

Política, y los últimos eje central y primordial de la sociedad, cuyos derechos 

prevalecen sobre los de los demás, como se reconoció expresamente por el 

Constituyente en el artículo 44 que reza: “la vida, la integridad física, la salud y la 

seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 

familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 

recreación y la libre expresión de su opinión son derechos fundamentales de los 

niños”, a lo cual agrega que éstos serán protegidos contra toda forma de 

abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación 

laboral o económica y trabajos riesgosos.   

 

En el mismo contexto, la norma advierte que la familia, la sociedad y el Estado 

tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo 

armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos, por lo que, en atención a 

dicho mandato, cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su 

cumplimiento y la sanción de los infractores”. 

                                                           
5ARTICULO 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla 
con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad 
y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 
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Ahora se analiza el CONTRATO DE TRABAJO que es aquel a través del cual una 

persona natural se obliga a prestar un servicio personal a otra persona natural o 

jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de ésta y mediante una 

remuneración.  Como se puede observar, se trata de un convenio jurídico, donde 

se establece la reciprocidad de prestar un servicio de carácter personal a cambio 

de una remuneración, el cual, necesariamente se somete al ordenamiento 

imperativo de orden público, que no permite libertades y por el contrario, controla 

la autonomía de las  partes, pues al suscribir un contrato de trabajo, éstas 

producen actos o resultados de acuerdos y obligaciones, sin importar su forma 

pactada o la configuración que se pretenda dar, lo cual no lo priva de su resultado 

de ser contrato de índole laboral que produce consecuencias jurídicas. 

 

Según el Artículo 23 del Código Sustantivo del trabajo, subrogado por el Artículo 

1º Ley 50 de 1990, sobre los elementos del contrato de trabajo, expone que para 

que haya contrato de trabajo se requiere que concurran tres elementos esenciales, 

como son: la actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo, la 

continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, 

que faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en  cualquier 

momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle 

reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del contrato. 

Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos mínimos del 

trabajador en concordancia con los tratados o convenios internacionales que sobre 

derechos humanos relativos a la materia obliguen al país; y por último el salario y 

sus prestaciones  como retribución al servicio. 

 

Cuando estos tres elementos existen, se juzga que hay un contrato de trabajo y 

que éste sigue existiendo, independientemente del nombre que se le haya dado a 

la relación u otras relaciones o modalidades que se le hayan añadido, en razón al 

principio de la realidad en materia laboral. El Artículo 24 ordena que todas las 

relaciones laborales personales deban estar regidas por un contrato de trabajo. 
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Para el caso de las madres comunitarias, necesariamente deben considerarse 

como empleadas de facto, ya que existen los tres elementos esenciales 

requeridos en el Artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo, pues las madres 

comunitarias desempeñan una actividad personal en la forma de cuidados y 

educación de niños en sus hogares de día, la subordinación o dependencia de las 

madres comunitarias con respecto de las organizaciones comunitarias que les 

permite a éstas exigirles el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en 

cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerles reglamentos que 

deben ser obedecidos por toda la duración de la relación. Finalmente, hay una 

remuneración por los servicios de las madres comunitarias en la forma de becas 

para materiales y bonos para cada niño que cuidan. 

 

 

Según la Jurisprudencia de las Altas Cortes, en la celebración del contrato de 

trabajo no se requiere de las formalidades que se exigen para un contrato civil  

comercial;  solo basta que concurran los elementos antes mencionados, para que 

exista una relación laboral y las partes queden sometidas a la regulación que 

establece el estatuto procesal laboral. 

 

 

De conformidad con el Código Sustantivo de Trabajo, ha de tenerse en cuenta que 

la relación laboral es un contrato sui generis, característica que obliga a establecer 

en cada caso la realidad jurídica de los hechos, en tanto éstos prevalecen sobre 

las simples apariencias normale4s según la noción que impera en el contrato de 

trabajo como contrato realidad, que es el contrato que aunque no se definió, ni 

formalizó, la ley considera que existe por la naturaleza misma de las actividades 

desarrolladas por el trabajador. Además hay que tener en cuenta que en derecho 

laboralse llama principio de la primacía de la realidad a aquel que para la 

interpretación de las relaciones entre empleadores y trabajadores, se debe tomar 

en cuenta lo que verdaderamente sucede en la realidad y no solamente lo que las 
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partes han contratado formalmente, no importando la autonomía de la voluntad, 

sino la demostración de la realidad que reina sobre esa relación entre trabajador y 

empleador, es decir, si ambos pueden expresar sus voluntades en un contrato, 

pero si la realidad es otra, es esta última la que tiene efectos jurídicos. 

 

 

La postura de las Altas Cortes está dada en exigir al demandante que únicamente 

acredite en el proceso la prestación personal de servicios a favor de quien ha de 

señalar como su empleador, ya sea éste una persona natural o jurídica de derecho 

privado,   ora una entidad pública, para que surja la presunción legal y cumplido 

este simple requisito probatorio, se traslada al presunto empleador demandado 

toda la carga probatoria tendiente a establecer que el vínculo de marras no fue 

realmente gobernado por un contrato de naturaleza laboral, sino de otra estirpe o 

que fue verdadero empleador según el alcance del debate. 

 

 

Por lo antes expuesto se puede concluir y después de analizados de manera 

individual estos dos tipos de contrato, rotulados como contrato de aporte y 

contrato de trabajo, no ofrece discusión alguna que se trata de una relación 

jurídica que conjuga los mínimos elementos para que exista contrato de trabajo y 

que éste sigue existiendo, independientemente del nombre que se le haya dado a 

la relación u otras relaciones o modalidades que se le hayan añadido. 

 

 

3  DISCRIMINACIÓN LABORAL DE LAS MADRES COMUNITARIAS EN 

TULUA. 

3.1 LOS DERECHOS LABORALES QUE NO GOZAN LAS MADRES 

COMUNITARIAS. 
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Ante todo, es necesario conocer cuáles son las normas estatuidas tendientes a 

proteger a todo trabajador colombiano, dándosele un buen trato y sin vulnerar los 

derechos consagrados en nuestra Constitución Política y en el mismo 

ordenamiento jurídico interno, el cual debe respetar los lineamientos fijados por el 

derecho internacional en materia de derechos laborales a través de los tratados 

internacionales ratificados por Colombia y que adicionalmente se deben acoger las 

recomendaciones de los órganos de control de este tipo de tratados. 

 

En el marco legal del código sustantivo del trabajo quedan extractados de manera 

clara los derechos y deberes de los trabajadores colombianos, que están siendo 

vulnerados a estas madres comunitarias y para éste caso nos atrevemos a 

nominar de manera detallada para hacer más completo nuestro análisis: 

 

El artículo 23 del código sustantivo del trabajo, enuncia claramente cuáles son los 

tres elementos esenciales para que haya contrato de trabajo6. 

Para nuestro caso, debemos resaltar que aunque se dan los tres elementos 

esenciales de un contrato de trabajo, a las madres comunitarias no se les 

                                                           
6ARTICULO 23. ELEMENTOS ESENCIALES. <Artículo subrogado por el artículo 1o. de la Ley 50 de 

1990. El nuevo texto es el siguiente:> 
 

1. Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres elementos esenciales:  

a. La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo;  
 
b. La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, que faculta a 
éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o 
cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de 
duración del contrato. Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos mínimos del 
trabajador en concordancia con los tratados o convenios internacionales que sobre derechos 
humanos relativos a la materia obliguen al país; y 
 
c. Un salario como retribución del servicio. 
 
2. Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo, se entiende que existe contrato de 
trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni de otras condiciones o modalidades 
que se le agreguen. 
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reconoce este estatus laboral. Además, la participación de las madres 

comunitarias en el sistema del estado de pensión y seguro también indica que la 

relación es una relación de empleo. 

 

 

EPOCA DE VACACIONES 

 

A las madres comunitarias si se les reconoce el periodo de vacaciones7. 

 

 

CALZADO Y OVEROLES PARA TRABAJADORES 

 

Si se cumple con las madres comunitarias8 

 

 
                                                           

7ARTICULO 187. EPOCA DE VACACIONES. 

1. La época de vacaciones debe ser señalada por el empleador a más tardar dentro del año 
subsiguiente, y ellas deben ser concedidas oficiosamente o a petición del trabajador, sin perjudicar el 
servicio y la efectividad del descanso.  

2. El empleador tiene que dar a conocer con quince (15) días de anticipación, la fecha en que le 
concederá las vacaciones.  

3. Adicionado por el artículo 5, Decreto 13 de 1967. El nuevo texto es el siguiente: Todo empleador 
debe llevar un registro especial de vacaciones en que el anotará la fecha en que ha ingresado al 
establecimiento cada trabajador, la fecha en que toma sus vacaciones anuales y en que las termina y 
la remuneración recibida por las mismas.  

 
8ARTICULO 230. SUMINISTRO DE CALZADO Y VESTIDO DE LABOR.<Modificado por el artículo 7o. de 

la Ley 11 de 1984. El nuevo texto es el siguiente:> Todo empleador que habitualmente ocupe uno (1) 
o más trabajadores permanentes, deberá suministrar cada cuatro (4) meses, en forma gratuita, un (1) 
par de zapatos y un (1) vestido de labor al trabajador, cuya remuneración mensual sea hasta dos (2) 
meses el salario mínimo más alto vigente. Tiene derecho a esta prestación el trabajador que en las 
fechas de entrega de calzado y vestido haya cumplido más de tres (3) meses al servicio del 
empleador. 
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PROTECCION A LA MATERNIDAD Y PROTECCIÓN DE MENORES 

 

Este tema, aunque es claro en la normatividad laboral, no se cumple con las 

madres comunitarias.9 

                                                           
9ARTICULO 236. DESCANSO REMUNERADO EN LA EPOCA DEL PARTO.<Artículo modificado por el 

artículo 1 de la Ley 1468 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> 
1. Toda trabajadora en estado de embarazo tiene derecho a una licencia de catorce (14) semanas en 
la época de parto, remunerada con el salario que devengue al entrar a disfrutar del descanso. 
2. Si se tratare de un salario que no sea fijo, como en el caso de trabajo a destajo o por tarea, se toma 
en cuenta el salario promedio devengado por la trabajadora en el último año de servicios, o en todo 
el tiempo si fuere menor. 
3. Para los efectos de la licencia de que trata este artículo, la trabajadora debe presentar al 
empleador un certificado médico, en el cual debe constar: 
a) El estado de embarazo de la trabajadora; 
b) La indicación del día probable del parto, y 
c) La indicación del día desde el cual debe empezar la licencia, teniendo en cuenta que, por lo menos, 
ha de iniciarse dos semanas antes del parto. 
4. Todas las provisiones y garantías establecidas en el presente capítulo para la madre biológica se 
hacen extensivas, en los mismos términos y en cuanto fuere procedente, para la madre adoptante 
asimilando la fecha del parto a la de la entrega oficial del menor que se adopta. La licencia se 
extiende al padre adoptante sin cónyuge o compañera permanente. 
Estos beneficios no excluyen al trabajador del sector público. 
5. La licencia de maternidad para madres de niños prematuros, tendrá en cuenta la diferencia entre 
la fecha gestacional y el nacimiento a término, las cuales serán sumadas a las 14 semanas que se 
establecen en la presente ley. Cuando se trate de madres con Parto Múltiple, se tendrá en cuenta 
loestablecido en el inciso anterior sobre niños prematuros, ampliando la licencia en dos (2) semanas 
más. 
6. En caso de fallecimiento de la madre antes de terminar la licencia por maternidad, el empleador 
del padre del niño le concederá una licencia deduración equivalente al tiempo que falta para expirar 
el periodo de la licencia posterior al parto concedida a la madre. 7. La trabajadora que haga uso del 
descanso remunerado en la época del parto tomará las 14 semanas de licencia a que tiene derecho, 
de la siguiente manera: 
a) Licencia de maternidad preparto. Esta será de dos (2) semanas con anterioridad a la fecha 
probable del parto debidamente acreditada. Si poralguna razón médica la futura madrenopuede 
optar por estas dos (2) semanas previas, podrá disfrutar las catorce (14) semanas en el posparto 
inmediato. 
Así mismo, la futura madre podrá trasladar una de las dos (2) semanas de licencia previa para 
disfrutarla con posterioridad al parto, en este caso gozaría de trece (13) semanas posparto y una 
semana preparto. 
b) Licencia de maternidad posparto. Esta licencia tendrá una duración de 12 semanas contadas desde 
la fecha del parto, o de trece semanas por decisión de la madre de acuerdo a lo previsto en el literal 
anterior. 
 
PARÁGRAFO 1o. La trabajadora que haga uso del descanso remunerado en la época del parto tomará 
las 14 semanas de licencia a que tiene derecho de acuerdo a la ley. El esposo o compañero 
permanente tendrá derecho a ocho (8) días hábiles de licencia remunerada de paternidad. 



44 

 

 

 

                                                                                                                                                                                 
… 
 
 
 
ARTICULO 237. DESCANSO REMUNERADO EN CASO DE ABORTO. 
 
1. La trabajadora que en el curso del embarazo sufra un aborto o parto prematuro no viable, tiene 
derecho a una licencia de dos o cuatro semanas, remunerada con el salario que devengaba en el 
momento de iniciarse el descanso. Si el parto es viable, se aplica lo establecido en el artículo anterior. 
2. Para disfrutar de la licencia de que trata este artículo, la trabajadora debe presentar al empleador 
un certificado médico sobre lo siguiente: 
a). La afirmación de que la trabajadora ha sufrido un aborto o paro prematuro, indicando el día en 
que haya tenido lugar, y  
b). La indicación del tiempo de reposo que necesita la trabajadora. 
 
 
ARTICULO 238. DESCANSO REMUNERADO DURANTE LA LACTANCIA. 
 
1. <Artículo modificado por el artículo 7o. del Decreto 13 de 1967. El nuevo texto es el siguiente:> El 
empleador está en la obligación de conceder a la trabajadora dos descansos, de treinta (30) minutos 
cada uno, dentro de la jornada para amamantar a su hijo, sin descuento alguno en el salario por dicho 
concepto, durante los primeros seis (6) meses de edad. 
 
 
ARTICULO 239. PROHIBICIÓN DE DESPEDIR.<Modificado por el artículo 35 de la Ley 50 de 1990. El 
nuevo texto es el siguiente:> 
1. Ninguna trabajadora puede ser despedida por motivo de embarazo o lactancia. 
2. Se presume que el despido se ha efectuado por motivo de embarazo o lactancia, cuando ha tenido 
lugar dentro del período del embarazo o dentro de los tres meses posteriores al parto, y sin 
autorización de las autoridades de que trata el artículo siguiente. 
3. La trabajadora despedida sin autorización de las autoridades tiene derecho al pago de una 
indemnización equivalente a los salarios de sesenta (60) días, fuera de las indemnizaciones y 
prestaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el contrato de trabajo y, además, el pago de las 
doce (12) semanas de descanso remunerado de que trata este capítulo, si no lo ha tomado. 
 
 
GASTOS DE ENTIERRO DEL TRABAJADOR 
 
ARTICULO 247. REGLA GENERAL.<Modificado según lo dispuesto por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-823-06> Todo empleador estáobligado a pagar los gastos de entierro decualquiera de sus 
trabajadores hasta una suma equivalente al salario del último mes. 

 
ARTICULO 248. SALARIO VARIABLE. En caso de que el trabajador no tuviere salario fijo se aplica la 
norma del artículo 228. 
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AUXILIO DE CESANTÍA 

 

Las madres comunitarias no gozan de este auxilio legal10 

 

PENSIÓN DE JUBILACIÓN 

 

Hasta ahora, el Estado no ha definido este tema, pues la madres comunitarias a 

pesar de gozar del beneficio de la ARP a partir del mes de agosto de este año, no 

                                                           
10ARTICULO 249. REGLA GENERAL. Todo empleador está obligado a pagar a sus trabajadores, y a las 

demás personas que se indican en este Capítulo, al terminar el contrato de trabajo, como auxilio de 
cesantía, un mes de salario por cada año de servicios y proporcionalmente por fracción de año. 
 
ARTICULO 256. FINANCIACION DE VIVIENDAS.<Modificado por el artículo 18 del Decreto 2351 de 
1965. El nuevo texto es el siguiente:> 
1. Los trabajadores individualmente, podrán exigir el pago parcial de su auxilio de cesantía para la 
adquisición, construcción, mejora o liberación de bienes raíces destinados a su vivienda, siempre que 
dicho pago se efectúe por un valor no mayor del requerido para tales efectos. 
2. Los empleadores pueden hacer préstamos a sus trabajadores sobre el auxilio de cesantías para los 
mismos fines. 
3. <Numeral modificado por el artículo 21 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Los 
préstamos, anticipos y pagos a que se refieren los numerales anteriores se aprobarán y pagarán 
directamente por el empleador cuando el trabajador pertenezca al régimen tradicional de cesantías, 
y por los fondos cuando el trabajador pertenezca al régimen de cesantía previsto en la Ley 50 de 1990 
y la Ley 91 de 1989, que hace referencia al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, previa 
solicitud por escrito del trabajador, demostrando además, que estas van a ser invertidas para los 
fines indicados en dichos numerales. 
Formulada la solicitud de pago parcial de cesantías por el trabajador con el lleno de los requisitos 
legales exigidos, el empleador o el fondo privado de cesantías, según el caso, deberá aprobar y pagar 
el valor solicitado dentro del término máximo de cinco (5) días hábiles. Vencido este plazo sin que se 
haya realizadoel pago, el trabajador solicitará la intervención del Ministerio de la Protección Social, 
para que ordene al empleador o al fondo privado realizar el pago correspondiente, so pena de 
incurrir en la imposición de multas. 
4. Los empleadores podrán realizar planes de vivienda, directamente o contratándolos con entidades 
oficiales, semioficiales o privadas, en beneficio de sus trabajadores, financiados en todo o en parte, 
con préstamos o anticipos sobre el auxilio de cesantía de los trabajadores beneficiados. En este caso, 
se requerirá el consentimiento de éstos y la aprobación previa del Ministerio del Trabajo. 
5. Los trabajadores podrán, igualmente, el pago parcial de sus auxilios de cesantías para realizar 
planes de vivienda que deberán ser contratados con entidades oficiales, semioficiales o privadas, 
previa aprobación del Ministerio del Trabajo. 
6. Aprobado el plan general de vivienda a que se refieren los numerales 4o. y 5o. de este artículo, no 
se requerirá nueva autorización para cada préstamo, o liquidación parciales. 
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todas ellas pagan pensión, por el desconocimiento o tal vez por  negligencia del 

ICBF, pues la norma exige que el empleador solicite al empleado este requisito, 

además tienen el derecho de participar en los sistemas de seguro de salud y 

pensión de ley, tal como se aprecia en el Artículo 2 de la Ley 509 de 199111: 

AUXILIO POR ENFERMEDAD NO PROFESIONAL E INVALIDEZ 

 

Aunque en la normatividad laboral de manera clara y concisa, señala todos y cada 

uno de los derechos a que tiene derecho el trabajador por razón de enfermedad 

no profesional e invalidez, las madres comunitarias hasta ahora están adquiriendo 

estos derechos, como se especificó en antecedencia12. 

                                                           
11Artículo 2: Aportes: Las madres comunitarias aportarán sumas mensuales al seguro social general y 

de salud equivalentes al cuatro (4) por ciento de la suma que hayan recibido como bono del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar. 
 
1. Las organizaciones administradoras del Programa de Hogares Comunitarios deducirán las sumas 
mencionadas y las transferirán a la entidad promotora de salud (EPS) escogida por la madre 
comunitaria entre las opciones disponibles, de conformidad con la ley para el pago de aportes. 
 
2. Para la financiación de la afiliación al régimen contributivo del grupo familiar de las madres 
comunitarias, se aplicará lo provisto en los Artículos 3 y 4 de la Ley 509, sin perjuicio de la progresión 
de la cobertura universal establecida en el Artículo 1112 de 2007 (adicionada en el Artículo 1 de la 
Ley 1187, 2008) 
 
Artículo 3. La suma que las madres comunitarias cobran a los padres que utilizan sus servicios será de 
su exclusiva propiedad. 
 
12ARTICULO 277. DERECHO AL AUXILIO POR ENFERMEDAD NO PROFESIONAL. <Artículo modificado 

por el artículo 28 del Decreto 3743 de 1950. El nuevo texto es el siguiente:> Todo trabajador que 
preste servicios a una empresa de capital de (800.000) o superior, que sufra una incapacidad para 
desempeñar sus labores por causa de enfermedad no profesional, tendrá derecho, además del auxilio 
monetario establecido en el artículo 227, a la asistencia médica, farmacéutica, quirúrgica y 
hospitalaria necesaria, hasta por seis (6) meses. 
 

 
ARTICULO 278. AUXILIO DE INVALIDEZ.<Modificado por el artículo 29 del Decreto 3743 de 1950. El 
nuevo texto es el siguiente:> 
1. Si como consecuencia de la enfermedad no profesional o por lesión distinta de accidente de 
trabajo o por debilitamiento de las condiciones físicas o intelectuales, no provocados 
intencionalmente le sobrevine al trabajador una invalidez que lo incapacite para procurarse una 
remuneración mayor de un tercio de la que estuviere devengado, tendrá derecho, además, a las 
siguientes presentaciones en dinero: 
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PRIMA DE SERVICIOS 

 

Sobre este tema, las madres comunitarias no tienen definido de manera clara esta 

prestación especial13. 

                                                                                                                                                                                 
a). En caso de invalidez permanente parcial, a una suma de uno (1) a diez (10) meses de salario que 
graduará el médico al calificar la invalidez; b). En caso de invalidez permanente total, tendrá derecho 
a una pensión mensual de invalidez equivalente a la mitad del salario promedio mensual del último 
año, hasta por treinta meses (30) meses y mientras la invalidez subsista. 
c). En caso de gran invalidez, el trabajador tendrá derecho, a una pensión mensual de invalidez 
equivalente a la de jubilación o vejez, durante treinta (30) meses. 
2. Si el trabajador tuviere más de cincuenta y cinco (55) años de edad o los cumpliere durante la 
invalidez y tuviere más de quince (15) años de servicios continuos o discontinuos en la misma 
empresa, la pensión de invalidez se convertirá en pensión de jubilación o vejez. 
 
ARTICULO 279. VALOR DE LA PENSION.<Subrogado por los artículos 40 y 69 de la Ley 100 de 1993. El 
texto vigente de la ley se transcribe a continuación:> 
Ley 100 de 1990: 
 
"ARTICULO 40. MONTO DE LA PENSION DE INVALIDEZ. El monto mensual de la pensión de invalidez 
será equivalente a: 
a. El 45% del ingreso base de liquidación, más el 1.5% de dicho ingreso por cada cincuenta (50) 
semanas de cotización que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las primeras quinientas 
(500) semanas de cotización, cuando la disminución en su capacidad laboral sea igual o superior al 
50% e inferior al 66%. 
b. El 54% del ingreso base de liquidación, más el 2% de dicho ingreso por cada cincuenta (50) 
semanas de cotización que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las primeras 
ochocientas (800) semanas de cotización, cuando la disminución en su capacidad laboral es igual o 
superior al 66%. 
La pensión por invalidez no podrá ser superior al 75% del ingreso base de liquidación. 
En ningún caso la pensión de invalidez podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual. 
La pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de parte interesada y comenzará a pagarse, en 
forma retroactiva, desde la fecha en que se produzca tal estado." 
 
ARTICULO 280. DECLARATORIA Y CALIFICACION. Para la declaratoria de invalidez y su calificación se 
procede en la misma forma que para los casos de enfermedades profesionales en lo pertinente. 
 
ARTICULO 281. PAGO DE LA PENSION. 
1. La pensión de invalidez se paga provisionalmente durante el primer año de incapacidad, pudiendo 
examinarse periódicamente al inválido con el fin de descubrir las incapacidades en evolución, evitar 
la simulación y controlar su permanencia. Vencido ese año se practicará examen médico y cesará la 
pensión si el inválido ha recuperado más de la tercera parte de su primitiva capacidad de ganancia. 
2. Sin embargo, puede cancelarse la pensión en cualquier tiempo en que se demuestre que el inválido 
ha recuperado más de la tercera parte de su primitiva capacidad de ganancia. 
 
 
13ARTICULO 306. PRINCIPIO GENERAL. 
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OTROS BENEFICIOS14Como vemos, el Estado ha tratado de concientizar a los 

sectores públicos y privados, sobre la importancia de prevenir y proteger a los 

                                                                                                                                                                                 
1. Toda empresa está obligada a pagar a cada uno de sus trabajadores, como prestación especial, una 
prima de servicios, así: 
a). Las de capital de doscientos mil pesos ($200.000) o superior, un mes de salario pagadero por 
semestres del calendario, en la siguiente forma: una quincena el último día de junio y otra quincena 
en los primeros veinte días de diciembre, a quienes hubieren trabajado o trabajaren todo el 
respectivo semestre, o proporcionalmente al tiempo trabajado. 
 
2. Esta prima de servicios sustituye la participación de utilidades y la prima de beneficios que 
estableció la legislación anterior. 
 
ARTICULO 307. CARÁCTER JURIDICO. La prima anual no es salario, ni se computará como factor del 
salario en ningún caso. 
El Congreso Colombiano bajo ley 1562 del 11 de julio de 2012, modificó el sistema de riesgos (antes) 
profesionales (ahora) laborales y dictó otras disposiciones en materia de salud ocupacional,  
 
14Sistema General de Riesgos Laborales: Es el conjunto de entidades públicas y privadas, normas y 

procedimientos, destinados a prevenir, proteger y atender a los trabajadores de los efectos de las 
enfermedades y los accidentes que puedan ocurrirles con ocasión  o como consecuencia del trabajo 
que desarrollan. 
 
Las disposiciones vigentes de salud ocupacional relacionadas con la prevención de los accidentes de 
trabajo y enfermedades laborales y el mejoramiento de las condiciones de trabajo, hacen parte 
integrante del Sistema General de Riesgos Laborales. 
 
Salud Ocupacional: Se entenderá en adelante como Seguridad y Salud en el trabajo, definida como 
aquella disciplina que trata de la prevención de las lesiones y enfermedades causadas por las 
condiciones de trabajo, y de laprotección y promoción de la salud de los trabajadores. Tiene por 
objeto mejorar las condiciones y el medio ambiente de trabajo, así como la salud en el trabajo, que 
conlleva la promoción y el mantenimiento del bienestar físico, mental y social de los trabajadores en 
todas las ocupaciones. 
Programa de Salud Ocupacional: en lo sucesivo se entenderá como el Sistema de Gestión de la 
Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST. Este Sistema consiste en el desarrollo de un proceso lógico y 
por etapas, basado en la mejora continua y que incluye la política, la organización, la planificación, la 
aplicación, la evaluación, la auditoría y las acciones de mejora con el objetivo de anticipar, reconocer, 
evaluar y controlar los riesgos que puedan afectar la seguridad y salud en el trabajo. 
 
Artículo 13: Afiliados. Son afiliados al Sistema General de Riesgos laborales: 

a) En forma obligatoria: 
1. Los trabajadores dependientes nacionales o extranjeros, vinculados mediante contrato 

de trabajo escrito o verbal y los servidores públicos; las personas vinculadas a través de 
un contrato formal de prestación de servicios con entidades o instituciones públicas o 
privadas, tales como contratos civiles, comerciales o administrativos, con una duración 
superior a un mes y con precisión de las situaciones de tiempo, modo y lugar en que se 
realiza dicha prestación. 

2. Las Cooperativas y… 
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trabajadores, como consecuencia del trabajo que desarrollan las personas y las 

madres comunitarias no son ajenas a esa protección y solo hasta ahora y de 

manera tímida las ha ido abarcando.   

 

Teniendo en cuenta lo reglado en el marco jurídico Colombiano, en especial en lo 

que compete a favorecer a las madres comunitarias se puede concluir que éstas, 

en el papel poseen todos los privilegios de un trabajador del Estado, pues se a 

normado para ellas un gran número de leyes que las hacen beneficiarias a 

vivienda de interés social, de ingreso al sistema de seguridad social en salud, de 

beneficios al pago de servicios públicos, de dotación entre muchos más, empero, 

al analizar y luego de conversaciones con funcionarios del ICBF se concluye : 

 

Tal como aparece en el contrato de aportes celebrado entre el ICBF Y EL 

OPERADOR COMFANDI, en donde se les denomina agentes voluntarios o 

madres comunitarios y se recalca que no poseen ningún vínculo laboral con 

ninguna de las dos empresas estos derechos se pierden pues como trabajadores 

independientes para obtener los mismos deben de pagar, uno de los 

inconvenientes oteados al leer el contrato de aportes es que en el mismo no se les 

obliga al pago de la seguridad social, tal como si sucede en el contrato de 

prestación de servicio quedando al garete y bajo la potestad de la madre el pago 

de la misma, circunstancia que conlleva a que la mayoría de estos agentes 

voluntarios a la fecha no se hayan podido afiliar al régimen de riesgos 

profesionales pues algunas no pagan salud, otras no pagan pensión y con la 

modalidad de contrato el contratista no puede exigir que el contratante pague 

estas obligaciones. 

 

En conclusión mientras que las madres no sean consideradas empleadas o 

trabajadoras y continúen bajo la nomenclatura de agentes voluntarios estos no 

podrán gozar de los beneficios contemplados para las mismas excepto lo de 

servicios públicos. 



50 

 

CONCLUSIONES 

 

A lo largo del desarrollo de ésta tesis, se tuvo la oportunidad de indagar en un 

escenario de incertidumbre, con el aprovechamiento de herramientas optimas y 

conocimientos de expertos que han alimentado las expectativas de ésta tesis cada 

vez más. Se han extractado de las largas lecturas en materia del derecho, de las 

extensas horas de formación, de los maravillosos relatos de las protagonistas, 

para aplicarlos a ésta importante  investigación sobre las madres comunitarias en 

Colombia. 

 

De manera inconfundible todo el conocimiento en el campo del derecho lo hemos 

aprendido desde las aulas de clase, que nos formaron con bases sólidas, y nos 

dieron la oportunidad de aprovechar las bondades del mismo para contribuir con el 

bien de la humanidad.   

 

Una de las principales conclusiones es la importancia que tienen las madres 

comunitarias para la Sociedad, el Mundo de hoy necesita de ellas por que día a 

día forman parte del engranaje de más de cinco millones de familias en Colombia, 

y que finalmente pasan hacer tan solo un porcentaje estadístico para la Nación. 

 

Luego de haber analizado cantidad de artículos de la normatividad, como también 

de convenios internacionales,se requiere de manera indispensable que el sistema 

jurídico colombiano mejore las condiciones laborales de las madres comunitarias, 

ya que dicha situación no solo está relacionada con una violación al código laboral 

y Constitución Política, sino  que debe entenderse que esta discriminación laboral 

que se hace a este tipo de trabajadoras es el reflejo del rezago de una cultura 
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meramente mercantilista que continua viendo el trabajo efectuado por estas 

trabajadoras como de segunda CATEGORÍA ya que aparentemente no deja 

utilidades a la economía del país y que la labor in confiable que estas mujeres 

realizan solo es vista de manera productiva en época de contienda electoral donde 

los políticos de turno ven en estas falencias la oportunidad de jalonar votos 

prometiendo que ha futuro estas gozaran de mejores garantías. 

 

Teniendo en cuenta los artículos 53 y 93 de nuestra Constitución Colombiana, 

todos los convenios de la organización internacional del trabajo ratificados tienen 

fuerza de ley en Colombia y nuestro país al menos internacionalmente ha 

expresado su profundo compromiso con los convenios fundamentales de la OIT, 

es así como el preámbulo de nuestra Carta Magna expresa el deseo "de fortalecer 

la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, la 

igualdad y la paz, alineado dentro de un marco jurídico, democrático y participativo 

que garantice un orden político, económico y social justo" a este fin, los artículos 

siguientes presentan fundamentos principales, algunos de los cuales creemos son 

pertinentes al caso que nos atañe, entre ellos: 

 

Artículo primero constitucional estatuye "Colombia es un estado social de 

derecho"; el artículo 2ºseñala los fines esenciales: servir a la comunidad; el 

articulo 13 garantiza que todas las personas recibirán la misma protección de la 

ley; el articulo 25 declara que "el trabajo es un derecho y una obligación social. 

 

En resumen, la Constitución le da ciertos derechos fundamentales a los individuos 

con relación al trabajo; respeto por el trabajo del individuo, el debido proceso con 

respecto a los derechos y el derecho a un trabajo bajo condiciones dignas, según 

las cláusulas de supremacía del artículo 4º Constitucional, estos derechos solo 
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pueden ser derogados por elCongreso de la República, es así como un Decreto 

del gobierno no puede limitar estos derechos. 

 

E igualmente la protección de ley existe en el título preliminar del código sustantivo 

del trabajo el cual garantiza los derechos y la igualdad de trato, tal como se puede 

inferir en su artículo 10 "todos los trabajadores son iguales ante la ley", además el 

artículo 13 del mismo título establece  que "las disposiciones de este código 

contienen el mínimo de derechos y garantías consagrados a favor del 

trabajador",  el articulo 14 estipula que "las disposiciones legales que regulan el 

trabajo Humano son de derecho público y por consiguiente los derechos que ellos 

conceden son irrenunciables" el articulo 21 ordena que en caso de conflicto o duda 

sobre la aplicación de normas vigentes del trabajo prevalece la que sea más 

favorable al trabajador. 

Bajo estas locuciones se puede inferir que la protección laboral primaria es la del 

salario mínimo establecido en el artículo 145 del Código del trabajo, parece claro 

que según las disposiciones de este estatuto, solo pueden ser dejadas sin efecto 

por una ley, y que en caso de un conflicto hay que aplicar la más favorable al 

trabajador, además es cuestionable si un decreto del gobierno puede limitar los 

derechos garantizados por ley, en particular con respecto de las disposiciones 

sobre el salario mínimo, si el Decreto donde se le da facultades al ICBF deroga los 

derechos establecidos bajo el código del trabajo constituye una violación a los 

artículos 13 y 14. 
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ANEXOS 

 

 

CONTRATO DE APORTE No. 001  

SUSCRITO ENTRE EL INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

CECILIA DE LA FUENTE DE LLERAS – ICBF Y ASOCIACION DE PADRES DE 

FAMILIA DEL HOGAR INFANTIL EL CHARCO  

 

OLGA CECILIA GUERRON ZAMUDIO identificada con la cédula de ciudadanía 

No.51.796.321 de Bogotá, en su calidad de Directora Regional ICBF Nariño (E) y 

delegada en materia contractual de conformidad con la Resolución No. 2585 del 

14 de junio de 2012, y actuando en nombre y representación del INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR CECILIA DE LA FUENTE DE 

LLERAS, con NIT. 899.999.239-2, establecimiento público del orden nacional 

creado mediante Ley 75 de 1968, quien para los efectos de este contrato se 

denominará ICBF por una parte, y por la otra ROSELIN PAZ ESTUPIÑAN, mayor 

de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 59.166.413 de El Charco, en 

su calidad representante legal de la ASOCIACION DE PADRES DE FAMILIA 

DEL HOGAR INFANTIL EL CHARCO, entidad sin ánimo de lucro, con NIT: 

840.000.802-8, quien en adelante se denominará LA ENTIDAD CONTRATISTA, y 

quien declara bajo la gravedad del juramento, (que se entiende prestado con la 

firma del presente acto), que no se halla incurso en ninguna de las causales de 

inhabilidad e incompatibilidad señaladas en la Constitución Política y la Ley, ni en 

conflicto de intereses, hemos acordado celebrar el presente CONTRATO DE 

APORTE, previas las siguientes CONSIDERACIONES: 1. Que mediante la Ley 75 

de 1968 fue creado el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF -, dando 

respuesta a problemáticas, tales como la deficiencia nutricional, la desintegración 

e inestabilidad de la familia, la pérdida de valores y la niñez abandonada; y, tiene 

como Misión la de “trabajar por el desarrollo y la protección integral de la primera 

infancia, la niñez, la adolescencia y el bienestar de las familias en Colombia”. 2. 
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Que a través de su historia, el ICBF ha orientado la atención a la primera infancia 

desde una propuesta pedagógica, que pone de presente la vida cotidiana de los 

niños y niñas, el papel protagónico de la familia y de la comunidad en su 

formación. 3. Que en 1972 se crearon los Centros Comunitarios para la Infancia 

CCI, para la atención de niños y niñas menores de 7 años con servicios 

educativos, preventivos y promocionales, con participación de la comunidad; 

4.Que la Ley 27 de 1974, creó los Centros de Atención al Preescolar CAIP, hoy 

Hogares Infantiles, con el objetivo de propiciar el desarrollo físico, social, 

emocional y cognitivo de los niños y niñas menores de 5 años, prioritariamente de 

familias con alta vulnerabilidad socioeconómica, a través de acciones que 

propicien el ejercicio de sus derechos. 5. Que la Ley 7 de 1979 dispuso que la 

niñez constituye parte fundamental de toda política para el progreso social y el 

Estado debe brindar a los niños, niñas y jóvenes, la posibilidad de participar 

activamente en todas las esferas de la vida social y una formación integral y 

multifacética. Esta ley, en su numeral 2, Artículo 21, le asignó al ICBF la función 

de “Formular, ejecutar, y evaluar programas y dictar las normas necesarias para el 

logro de los fines señalados en el artículo anterior”. A su vez el artículo 20, 

estipula: “El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar tendrá por objeto fortalecer 

la familia y proteger al menor de edad” 6. Que el Decreto 2388 de 1979, 

reglamentario de la Ley 7 de 1979, establece en su Artículo 60, lo siguiente: “La 

protección Preventiva al menor de 7 años debe encaminarse a obtener su 

atención integral en Hogares Infantiles, según las Modalidades de Servicio que 

establezca el Instituto” 7. Que la Ley 1098 de 2006 o Código de Infancia y 

Adolescencia, establece en su Artículo 29 el derecho al desarrollo integral en la 

primera infancia., contando así el país desde el 2007, con una Política Pública de 

Primera Infancia, prevista en el CONPES 109, que busca garantizar el derecho al 

desarrollo integral de todos los niños y niñas, y promover prácticas socioculturales 

y educativas que potencien su desarrollo integral y el de sus familias y cuidadores 

primarios, mejorando sus interacciones sociales y potenciando su desarrollo 

socioemocional. 8. Que la Ley 1295 del 2009, reglamentó la Atención Integral a la 
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Primera Infancia. 9. Que la Ley 1450 del 16 de junio de 2011, estableció el actual 

Plan Nacional de Desarrollo “PROSPERIDAD PARA TODOS” donde se prioriza el 

desarrollo de la Atención Integral a la primera infancia y se proyecta una atención 

que cumpla con criterios de calidad, orientada a potenciar de manera adecuada 

las diferentes dimensiones del desarrollo infantil temprano. A su vez, contempla la 

celebración de convenios de acción pública entre la Nación y entidades 

territoriales para la ejecución asociada de proyectos de desarrollo. 10. Que la 

misma Ley 1450 de 2011 señala en su Artículo 136, que el ICBF priorizará su 

presupuesto en forma creciente para ser destinado a la financiación de la 

estrategia de atención a la primera infancia y que Acción Social (hoy 

Departamento para la prosperidad social), el Ministerio de Protección Social (hoy 

Ministerio de Salud) y el Ministerio de Educación Nacional, en lo de sus 

competencias, atenderán los criterios fijados en la política para la atención a la 

primera infancia. 11. Que en el mismo artículo 136 de la ley 1450 de 2011 se 

plantea que La Comisión Intersectorial para la Atención Integral a La Primera 

Infancia, definirá el mecanismo y los plazos para poner en marcha la estrategia de 

ajuste de oferta programática. Lo anterior, sin que se afecten las funciones del 

ICBF como ente que vela por la protección de las familias y los niños en el marco 

de lo establecido en la ley 1098 de 2006. 12. Que el Parágrafo 2 del citado artículo 

de la Ley 1450 de 2011contempla, que para implementar el modelo de atención 

integral se tendrán en cuenta los siguientes criterios: a) Se dará prioridad al 

entorno institucional para cualificar los Hogares Comunitarios de Bienestar, entre 

otras modalidades no integrales, y para atender a los niños que no reciben ningún 

tipo de atención; b) En aquellos lugares donde no sea posible cualificar Hogares 

Comunitarios con el entorno institucional, se tendrá como modelo el entorno 

comunitario; c) Para zonas rurales dispersas se tendrá como modelo de atención 

el entorno familiar y d) Se buscará la formación y profesionalización de las madres 

comunitarias, con el fin de prestar una mejor atención de los niños y niñas, 

conforme al desarrollo de la estrategia de Atención Integral a la Primera Infancia 

previsto por la Comisión Intersectorial para la Primera Infancia. 13. Que el Plan 
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Nacional de Desarrollo,(Ley 1450 de 2011) en su Artículo 137 establece, que El 

Gobierno Nacional con concepto de la Comisión Intersectorial para la Atención 

Integral a la Primera Infancia, definirá e implementará el esquema de financiación 

y ejecución interinstitucional de la estrategia de Atención Integral a la Primera 

Infancia. 14. Que en el Parágrafo 1,del artículo 137 de la Ley 1450 de 2011 se 

define, que la solvencia para el financiamiento de la estrategia de Atención Integral 

a la Primera infancia, por parte de las entidades territoriales, deberá 

fundamentarse en suscripción de convenios de cofinanciación, en los que la 

asignación de recursos por parte de la entidades nacionales en la zonas con 

menor capacidad de financiamiento y brechas de cobertura, se hará conforme a lo 

que establezca la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional. 

15. Que mediante el Decreto 4875 del 22 de diciembre de 2011 se crea la 

Comisión Intersectorial para la Atención Integral de la Primera Infancia -AIPI- y la 

Comisión Especial de Seguimiento para la Atención Integral a la Primera Infancia. 

16. Que la Estrategia “DE CERO A SIEMPRE”, es una estrategia nacional dirigida 

a promover y garantizar el desarrollo infantil temprano de los niños y niñas en 

Primera Infancia, a través de un trabajo unificado e intersectorial, que desde una 

perspectiva de derechos, articula todos los planes, programas y acciones que 

desarrolla el País.17. Que las metas establecidas para la Estrategia son: Atención 

Integral con calidad a 1´200.000 niños y niñas y sus familias, con prioridad a la 

población UNIDOS, traslado de más de 522.000 niños y niñas de Hogares ICBF a 

la nueva forma de atención, formación a más de 100.000 agentes educativos en 

diferentes aspectos de la Estrategia y, construcción de más de 400 Centros de 

Desarrollo Infantil Temprano. 18. Que por la naturaleza especial del servicio 

público de Bienestar Familiar y, con base en la normatividad establecida en las 

Leyes 7 de 1979, 1098 de 2006, y decretos 2388 de 1979, 2150 de 1995, 2923 de 

1994 y 1529 de 1996, el ICBF, a través de los años, ha celebrado “contratos de 

aporte” para el desarrollo de sus programas Misionales y Estratégicos. 19. Que el 

ICBF se encuentra legalmente facultado para contratar de manera directa este tipo 

de programas, toda vez que, el Instituto cuenta con un régimen especial que lo 
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faculta para realizar contratos de “aporte” con entidades sin ánimo de lucro y de 

reconocida y probada experiencia relacionada con los programas 

institucionales y con los objetos contractuales que se pretenden contratar.” 

20. Que con el fin de dar cumplimiento a las responsabilidades y metas del Plan 

Nacional de Desarrollo establecidas para el ICBF, se construyó el MAPA 

ESTRATÉGICO INSTITUCIONAL 2011-2014, el cual contempla como uno de sus 

objetivos el “Lograr la atención integral de alta calidad a la Primera Infancia”, en el 

marco de la estrategia de Cero a Siempre. 21. Que teniendo en cuenta la función 

de coordinación e integración que le asigna el Decreto 3264 de 2002 al ICBF, este 

se propone aunar esfuerzos y realizar alianzas estratégicas para la operación de 

los Centros de Desarrollo Infantil Temprano en el marco de la “Implementación de 

la estrategia “De Cero a Siempre” y la atención integral. 22. Con el fin de favorecer 

el tránsito de las modalidades de atención tradicionales del ICBF a los 

lineamientos y estándares de la Estrategia “De Cero a Siempre”, se requiere 

contar con el concurso de una entidad con experiencia e idoneidad en programas 

de atención para la Primera Infancia cumple con los requisitos mínimos 

establecidos por parte de la Dirección de Primera Infancia para la celebración de 

los contratos y/o convenios, como son: a. Experiencia reconocida y probada en 

atención a la primera infancia. b. Que es una entidad sin ánimo de lucro c. que la 

entidad ha presentado un reconocido y cabal cumplimiento de contratos o 

convenios similares con el ICBF u otras entidades 24. Que mediante memorando 

No S-2012-024712-NAC del 14 de Junio de 2012, la Dirección de Contratación Y 

LA Dirección de Primera Infancia del ICBF, autorizó la contratación a nivel regional 

para la operación de los Centros de Desarrollo Infantil Temprano. 25. Que el 

soporte presupuestal del ICBF para el presente contrato lo  constituye el 

certificado de disponibilidad presupuestal No. 233 del 28 de junio de 2012. 26. 

Que teniendo en consideración todo lo anterior, el presente contrato de 

cooperación y aporte se regirá por las siguientes CLÁUSULAS: PRIMERA.– 

OBJETO: Brindar atención integral a la primera infancia en los Centros de 

Desarrollo Infantil Temprano, en el marco de la estrategia “De Cero a Siempre” en 
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el departamento de Nariño. SEGUNDA- ALCANCE DEL OBJETO: La atención 

integral se prestará en la modalidad institucional, a 228 niños y niñas menores de 

5 años y/o hasta su ingreso al sistema educativo, de acuerdo con los criterios de 

focalización definidos por la Comisión Intersectorial de Primera Infancia, de 

conformidad con el siguiente dato.  

 

 

 

 


